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PRIMERA: 
 
El consumidor centra su pretensión en ser excluido del fichero de solvencia patrimonial 
en el que ha sido incluido y ser indemnizado por los daños producidos. 
Por su parte, la empresa presenta al propio tiempo reconvención, en la que “solicita 
que el cliente proceda al pago de las facturas pendientes”, y al mismo tiempo solicita 
que se “proceda al archivo del presente expediente, rechazando la sumisión a 
arbitraje de consumo”. Estas dos solicitudes de la empresa reclamada son 
incoherentes. 
La empresa está adherida al sistema arbitral de consumo, por lo que para rechazar la 
sumisión a arbitraje en un expediente en concreto tiene que argumentar la causa por la 
que se rechaza someterse a la vía arbitral. Cosa que no ha hecho en ninguna de sus 
alegaciones. Al contrario ha presentado sus argumentos para contrarrestar las 
afirmaciones del consumidor. En segundo lugar, llegados a este punto de la tramitación 
del expediente arbitral, el Colegio arbitral, salvo que estemos ante una de las 
exclusiones del art. 2 RD 713/2024, que regula el sistema arbitral de consumo, no 
procede al archivo del expediente, sino que está obligado a conocer el fondo del asunto 
y a dictar laudo arbitral resolviendo la cuestión de fondo. La resolución en la que consta 
dicha solución, denominada laudo arbitral, tiene fuerza obligatoria para ambas partes, 
tiene carácter de cosa juzgada, impidiendo a las partes acudir después a la vía judicial 
para que resuelva esta misma cuestión, y en caso de no ser cumplida voluntariamente, 
la parte favorecida por el laudo, puede instar la ejecución judicial del laudo ante el juez 
de primera instancia de Madrid, lugar donde se dicta el laudo.  
Aclarado este punto, con carácter previo, procede analizar la pretensión del consumidor 
y la reconvención de la empresa. 
 
SEGUNDA: 
 
El consumidor ha celebrado dos contratos de suministro de gas y de electricidad con la 
comercializadora. 
El contrato de luz ha estado en vigor del 7.02.24 al 3.04.24, y el contrato de gas desde 
el 8.02.24 al 4.04.24. 
El contrato se ha resuelto por la factura, claramente excesiva y desproporcionada 
emitida por la comercializadora para el contrato de luz, el 2.04.24, por importe de 718,98 
€. 
Ambos contratos prevén en sus condiciones económicas el pago de una mensualidad 
previa (que obviamente incluye los costes fijos, y la disponibilidad de la energía, en el 
caso del gas, y la potencia en el caso de la luz) y la facturación posterior del consumo. 
 
La comercializadora tiene derecho a cobrar los suministros que se han realizado, tal 
como reconocen el art. 81.1.f de la Ley 34/1998, de 7 de octubre, del Sector de 
Hidrocarburos  y art. 46.2.d Ley 24/2013, de 26 de diciembre, del Sector Eléctrico. 
Ambos preceptos cuentan con el mismo texto: la comercializadora tiene derecho a 
“Facturar y cobrar los suministros realizados”). Procede por lo tanto, determinar cuál es 
la cuantía pendiente en cada uno de los contratos. 
 
1. En el contrato de suministro eléctrico, durante el tiempo en que el consumidor ha 
estado de alta en el contrato, se han consumido 325 kwh, de los cuales 141 ya se habían 
abonado en la factura H04617387, emitida el 1.03.24, por importe de 50,68 €. En esta 
factura se han abonado además del consumo, los 21 € de la mensualidad por 
adelantado de marzo (1 a 31.03.24). 
Restan por abonar 325-141= 184 kwh, y 4 días de mensualidad. No se podría facturar 
la mensualidad completa de 21 € dado que el art. 62.3 TRLCU impide el abono de 
cantidades por servicios no prestados efectivamente.  
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reclamación con posterioridad, a fecha 26.06.24, por lo que hasta tal momento la deuda 
no era objeto de reclamación. Cuestión distinta habría sido que el consumidor hubiese 
iniciado la reclamación con carácter previo a la inclusión en dicho fichero. 
Procede por lo tanto, la DESESTIMACIÓN DE ESTA PRETENSIÓN DEL 
CONSUMIDOR de ser indemnizado por la inclusión en dicho fichero de datos. La 
comercializadora debe actualizar el importe de la deuda, y debe efectuar la exclusión de 
dicho fichero de solvencia en cuanto el consumidor haya abonado la factura final de los 
suministros de luz y gas. 
 
CUARTA: 
 
Las consideraciones efectuadas, llevan al Colegio Arbitral a ESTIMAR PARCIALMENTE 
LA RECONVENCIÓN EXPRESA de la comercializadora, reduciendo las cuatro facturas 
pendientes a la deuda ya calculada: 
42,29 € de la factura definitiva del suministro de electricidad y  
103,31 € de la factura definitiva del suministro de gas.  
El consumidor ha de abonar la cantidad de 145,60 € a la empresa en un plazo de 
TREINTA días en el número de cuenta indicada por ésta.  
 
 

DECISIÓN ARBITRAL: 
 
Este Colegio Arbitral, en virtud de cuanto antecede ha decidido dictar el siguiente FALLO 
en Derecho: 
Que a nuestro leal saber y entender resolvemos por unanimidad: 
 
La DESESTIMACIÓN DE LA RECLAMACIÓN EFECTUADA POR EL CONSUMIDOR, 
relativa a la indemnización por haber sido incluido en un fichero de morosos. 
 
La ESTIMACIÓN PARCIAL DE LA RECONVENCIÓN EXPRESA DE LA EMPRESA, 
reduciendo la deuda por la factura final de los suministros de luz y gas a la cantidad de 
145,60 €. 
El consumidor ha de abonar la cantidad de 145,60 € a la empresa en un plazo de 
TREINTA días en el número de cuenta indicada por ésta.  
 
El plazo para el cumplimiento del presente Laudo será de TREINTA DÍAS, a contar 
desde la recepción de la notificación del Laudo. 
 
El abono de la cantidad se realizará por cualquier medio de pago, admitido en derecho, 
que deje constancia documental al reclamante o persona autorizada en su nombre, 
salvo que al día de la fecha ya lo hubiere efectuado. 
 
Notifíquese a las partes el presente laudo, haciéndoles saber que tiene carácter 
vinculante y ejecutivo desde el día de su notificación.  
 
Contra el mismo, cabe interponer acción de anulación, ante la Sala de lo Civil y de lo 
Penal del Tribunal Superior de Justicia de Madrid, de acuerdo con lo previsto en el art. 
40 y siguientes de la Ley 60/2003, de 23 de diciembre, de Arbitraje, en el plazo de dos 
meses contados a partir de su notificación o, si se hubiera solicitado corrección, 
aclaración o complemento del laudo, dicho plazo se contará desde la notificación de la 
resolución de la citada solicitud, o desde la expiración del plazo para adoptarla. Las 
partes podrán así mismo solicitar dentro de los diez días siguientes a la notificación del 
laudo, la corrección, aclaración, complemento o rectificación a que se refiere el art. 39 
de la Ley de Arbitraje. 
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